Carátula 


SEÑORA SECRETARIA.- Está abierto el acto. 
(Es la hora 9 y 41 minutos.) 


-De acuerdo con las disposiciones reglamentarias de la Cámara de Senadores, corresponde 
designar Presidente. 


SEÑOR PASQUET.- Propongo al señor Senador Agazzi. 
SEÑORA SECRETARIA.- Se va a votar la propuesta del señor Senador Pasquet. 
(Se vota:) 
-3 en 3. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
(Ocupa la Presidencia el señor Senador Agazzi) 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 9 y 42 minutos.) 


-Tal como lo establece el artículo 136 del Reglamento de la Cámara de Senadores, la 
Comisión Preinvestigadora se reúne a los efectos de recibir al señor Senador Solari para que se 
manifieste verbalmente sobre las denuncias que presentara y que figuran en el repartido que nos hizo 
llegar. 


El artículo dice claramente: “El Senador que la solicite deberá ocurrir por escrito al Presidente 
y éste, en el acto, nombrará la Comisión Preinvestigadora, la que se constituirá de inmediato a efecto 
de recibir del mocionante la exposición correspondiente, con la articulación de sus denuncias, bajo su 
firma. 


Si la Comisión Preinvestigadora le solicita ampliación de sus manifestaciones, lo hará 
verbalmente, labrándose acta que firmarán con él los miembros de la Comisión”. 


SEÑOR SOLARI.- Muchas gracias, señor Presidente e integrantes de la Comisión Preinvestigadora. 


De acuerdo con el artículo que se acaba de leer, tengo entendido que la fundamentación o la 
denuncia de los hechos que podría llevar a que el Senado creara una Comisión parlamentaria de 
investigación o con fines legislativos está desarrollada en un escrito de fecha 30 de julio que lleva mi 
firma, está dirigido al señor Presidente de la Cámara de Senadores, contador Danilo Astori, y ya está 
en manos de todos los señores integrantes de esta Comisión Preinvestigadora. 


Ratifico todo lo establecido en el escrito, pero quisiera aprovechar esta ocasión -que 
agradezco- para referirme a algunos puntos que permitan a los señores Senadores tomar una decisión 
lo más fundada posible y señalarles los criterios que tendrían que aplicar. Voy a hablar sobre la 
oportunidad y la procedencia de esta petición, la entidad o gravedad de las denuncias y la seriedad de 
los hechos denunciados y las solicitudes de investigación. En consecuencia, si los señores integrantes 
de la Comisión no opinan lo contrario, seguiré el orden de los criterios que deben ser usados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Según el Reglamento del Senado, la Comisión debe recibir del mocionante la 
exposición con la articulación de la denuncia y el señor Senador acaba de señalar que eso fue 
presentado por escrito. No pretendemos que haga un relato de todo, porque sería muy extenso -según 
mis cálculos, hay en el entorno de cincuenta situaciones analizadas metodológicamente por el señor 


Senador Solari-, pero sí que exponga y articule los capítulos de la denuncia a efectos de que quede 
constancia de ello en la versión taquigráfica. 


SEÑOR SOLARI.- De acuerdo, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Consulto a los demás miembros de la Comisión si están de acuerdo con esta 
metodología de trabajo. 


(Apoyados.) 


SEÑOR SOLARI.- Como dije, los capítulos principales de la denuncia están establecidos en ese 
mismo escrito. 


En primer lugar, me parece importante reseñar que muchos de los hechos denunciados en 
este escrito fueron previamente presentados en una sesión de la Comisión de Salud Pública en la que 
recibimos a la señora Ministra y a algunos miembros del Directorio de ASSE y en la sesión del Senado 
en régimen de Comisión General que tuvo lugar el 4 de julio. Entre ambos eventos, además, se cursó 
un pedido de informes por escrito, atento fundamentalmente a las circunstancias en que habían 
acaecido una serie de muertes fetales, neonatales y maternas. 


Los capítulos que pretendo se investiguen a través de una Comisión Parlamentaria apuntan 
a determinar la correcta actuación del personal que intervino en la atención brindada en todos y cada 
uno de los casos que se listaron en el escrito -si no recuerdo mal, son alrededor de veinticuatro casos-, 
así como el oportuno y adecuado cumplimiento del rol fiscalizador del Ministerio de Salud Pública que 
debe fiscalizar no solamente a las instituciones privadas de salud, sino también a las instituciones 
públicas, incluyendo a ASSE. En ese sentido, quiero ahondar en el hecho de si en las instancias 
detalladas se cumplieron o no los protocolos de asistencia, o sea, las guías clínicas que el propio 
Ministerio de Salud Pública ha dictado, obran en mi poder y con mucho gusto puedo dejarlas en la 
Comisión. En un panorama más general de los protocolos clínicos, en este caso se trata de las Guías 
en Salud Sexual y Reproductiva y, dentro de ellas, el capítulo relativo a las Normas de atención a la 
mujer en el proceso del parto y el puerperio. 


Ese sería el primer capítulo, que desde mi punto de vista constituye la circunstancia 
denunciada más grave porque evitar el hecho de que la no aplicación de protocolos clínicos termine en 
la muerte de pacientes o personas que podrían haber recibido una asistencia adecuada es uno de los 
cometidos esenciales del Ministerio de Salud Pública y del Estado, que deben velar por la salud 
pública. De manera que, a mi juicio, este es uno de los temas principales y ciertamente ocupa el primer 
lugar. 


A su vez, el Capítulo Il tiene que ver con las condiciones edilicias y de funcionamiento de los 
servicios de salud dependientes de ASSE y del Hospital de Clínicas. Creo que es necesario establecer 
si esos servicios cumplen con las normas que el Ministerio de Salud Pública dicta para la habilitación 
de salas de internación, blocks quirúrgicos y centros de radiología. El Estado establece determinadas 
normativas que tienen que ser cumplidas por los prestadores de salud. Por ejemplo, una sala de 
operaciones tiene que tener un asepsia que esté determinada de tal forma que ninguna de las 
aberturas se conecte con el exterior, debe tener un lugar para la circulación del personal y otro para 
pacientes, es decir que este capítulo establece una serie de normas y, normalmente, antes de habilitar 
el servicio, se hace una visita de inspección y se determina si cumple o no con las normas que están 
estipuladas para todos y, si no cumple, no se habilita su funcionamiento. 


En un sistema que intenta ser lo más equitativo posible, resulta muy importante que las 
normas se apliquen a todos los prestadores de servicios de salud, tanto públicos como privados. No 
hemos hecho una investigación de todos ellos ni mucho menos porque no nos corresponde, pero 
hemos recibido denuncias y hay evidencia de que en algunos de los prestadores públicos - 
específicamente ciertos establecimientos de ASSE- esos requisitos no se cumplen, así como tampoco 
la función fiscalizadora, preventiva o sancionatoria que debe desempeñar el Ministerio de Salud 
Pública, 


El Capítulo Il es el que tiene que ver con la razonabilidad en la gestión de los recursos 
materiales y financieros de ASSE en función de sus objetivos prioritarios, así como el cumplimiento de 
la normativa correspondiente. 


Este capítulo tiene que ver, fundamentalmente, con el hecho de que quienes están al frente 
de un organismo del Estado tienen la responsabilidad de administrar recursos que no son propios, sino 
que les son otorgados por la sociedad para cumplir determinado fin y, si no los utilizan prudentemente 
ni en forma eficiente, los resultados van a ser inferiores a los que se pueden obtener si se hace un uso 
eficiente. Creo que hay una serie de situaciones en las cuales recursos que le han sido otorgados a 
ASSE fueron utilizados de forma ineficiente. Luego daré la explicación del caso, puesto que este punto 
se encuentra dentro de la fundamentación de la petición, la entidad de las denuncias y demás. 


El Capítulo IV hace referencia a la existencia de conflictos de intereses. En un país del 
tamaño del nuestro, que afortunadamente cuenta con un Estado que tiene una presencia activa en una 
gran cantidad de situaciones, es muy difícil que no los haya. Va de suyo que cada uno de nosotros, en 
algún momento de la vida, va a verse involucrado en una situación en la cual tiene, por un lado, lealtad 
hacia un cargo público y, por otro, afinidad o vinculación a una empresa privada. 


(Dialogados.) 


-Lo importante no es únicamente si hay o no conflicto de intereses, sino qué se hace para 
detectarlo y evitar que surja una conjunción entre el interés público y el privado que linde con la 
corrupción. Cuando uno lee la definición de la palabra “corrupción”, constata que es el uso de recursos 
de una entidad en beneficio propio o de un tercero, pero no con los fines que están determinados. 


Ahí tenemos dos o tres casos de posible conjunción; algunos de ellos están más certeramente 
demostrados y otros son posibilidades, pero tal como digo en el escrito, requieren recabar datos a los 
efectos de que la Comisión tenga no solo un fin de investigación sino también legislativo porque hay 
determinadas situaciones de conflictos de intereses que no están cubiertas por la normativa vigente. 
Más adelante lo veremos con mayores detalles. 


También hay un capítulo sobre denuncias de abuso de funciones y situaciones de acoso 
laboral, particularmente por parte del señor Alfredo Silva, representante de los trabajadores en el 
Directorio de ASSE. 


Por último, en la parte de recopilación de datos con fines legislativos ya hice mención a las 
situaciones pasibles de conflictos de intereses, a los antecedentes normativos existentes, los huecos 
que deja dicha normativa y los datos que habría que recabar a los efectos de que esta Comisión 
pudiera hacer un aporte que mejorara la mencionada situación. 


Omití decir que hay un capítulo con respecto a la mortalidad fetal y a la mortalidad infantil, 
que es fundamentalmente técnico. Desde mi punto de vista sería bueno que, así como tenemos 
normas aplicables a las cuentas nacionales o a la medición de la línea pobreza, también las tuviéramos 
con respecto nada más ni nada menos que a un indicador tan sensible como la mortalidad infantil, pero 
tal vez el ámbito de una Comisión Investigadora no sea el más adecuado para dirimir ese asunto de 
carácter fundamentalmente técnico. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Alguno de los integrantes de esta Comisión Preinvestigadora desea hacer 
alguna pregunta sobre lo expresado por el señor Senador Solari antes de pasar a otro capítulo de su 
exposición? Personalmente, quiero plantear algunas interrogantes. 


SEÑORA MOREIRA.- Quisiera hacer una pregunta sobre el punto relativo a la no aplicación de 
protocolos clínicos de las Guías en Salud Sexual y Reproductiva. 


Entiendo que hay una primera denuncia relacionada con la no aplicación del protocolo que 
establece la Guía y una segunda vinculada a las condiciones edilicias. Con respecto a esta última, 
existe una normativa, las habilitaciones correspondientes y luego se hace una fiscalización para 
comprobar que estas fueron otorgadas correctamente. La pregunta es si esta segunda denuncia está 


relacionada con la forma en que se dieron las habilitaciones, con la falta de habilitaciones en algunos 
casos o con la falta de fiscalización. Tal vez tiene que ver con las tres cosas, pero entiendo que son 
todas distintas: el dar las habilitaciones, que se funcione sin ellas o que luego de darlas no se fiscalice 
que se está funcionando correctamente. 


La tercera pregunta es, sobre la base de lo que el señor Senador Solari llama la razonabilidad 
de la gestión de recursos financieros, si los recursos de ASSE están usados de forma eficiente o 
ineficiente. 


La cuarta interrogante tiene que ver con el conflicto de intereses que, como muy 
oportunamente especificó el señor Senador Solari, muchas veces resulta inevitable dado el tamaño de 
nuestro país y del Estado. El tema es qué se hace para evitar esos conflictos. Quisiera saber si esto 
que queremos tratar en la Comisión Investigadora está relacionado con la generación de protocolos, 
leyes o normativas que impidan el conflicto de intereses o tiene un rol propiamente denunciante. 


SEÑOR PASQUET.- Solo quiero señalar que, a mi juicio, ambas posibilidades no son mutuamente 
excluyentes. Se puede investigar situaciones donde se haya verificado ya un conflicto de intereses y 
tratar de determinar también cuáles serían las normas apropiadas para evitarlas en el futuro. 


SEÑORA MOREIRA.- Correctísimo, señor Senador. Concretamente preguntaba cuál era la intención. 
Doy por sentado que no son excluyentes. 


Luego hace mención al acoso laboral que, según el material de que dispongo, corresponde al 
Capítulo VI. Este último punto efectivamente parecería no estar del todo ajustado a los fines de una 
Comisión Investigadora, que concretamente es la elaboración de una o varias leyes, normas o 
decretos reglamentarios -no sé en qué está pensando el señor Senador Solari-, que tengan que ver 
con el objetivo, el alcance, las infracciones, las sanciones, los instrumentos necesarios o las 
instituciones. Me gustaría que el señor Senador explicara por qué eligió el camino de la Comisión 
Investigadora para abordar un tema que implicaría una labor propiamente legislativa. También quisiera 
saber si considera que esta última parte, que no parece estar ajustada a los fines de una Comisión 
Investigadora, podría ser tratada en el seno de la Comisión de Salud Pública, de la cual somos 
integrantes tres de los señores Senadores que formamos parte de esta Comisión Preinvestigadora. 
Quizás el señor Senador Solari esté pensando en algo que no sean fines propiamente legislativos, sino 
de regularización, protocolización, decretos reglamentarios, etcétera. 


SEÑOR SOLARI.- Voy a comenzar a responder las preguntas por el final porque es más fácil. 


La norma habilitante que tomé en consideración es el artículo 120 de la Constitución de la 
República, que dice textualmente. “Las Cámaras podrán nombrar comisiones parlamentarias de 
investigación o para suministrar datos con fines legislativos.” Por eso el último capítulo se llama 
“Recopilación de datos con fines legislativos”. A su vez, también utilicé el artículo 10 de la Ley N* 
16.698 que establece que previo a la instalación de una Comisión con fines de investigación o para 
suministro de datos con fines legislativos se debe conformar una Comisión Preinvestigadora. De 
manera que lo que preveo es que en la regulación de conflictos de intereses entre profesionales, 
operadores o empresas privadas y la Junasa, el Fonasa o el Sistema Nacional Integrado de Salud, 
pueden presentarse conflictos de intereses que no están previstos por la legislación vigente, aunque sí 
lo están para el relacionamiento entre esos mismos actores y el Fondo Nacional de Recursos, pero esa 
es una situación. Es como un globo donde existe un pequeño triángulo que está cubierto por la 
legislación existente pero el resto, no. Si se crea la Comisión Investigadora, al analizar estos temas va 
a recabar datos y puede recopilar una cantidad de información que les servirá a la Comisión de 
Constitución y Legislación, a la Comisión de Salud Pública o a alguna Comisión especial para regular 
la resolución de esos conflictos de intereses. 


Esa es la respuesta con respecto a la última pregunta que, a su vez, tiene que ver con el 
segundo punto en cuanto a si se pone énfasis en la denuncia de los conflictos de intereses o en los 
fines legislativos. En primer lugar, como bien señaló el señor Senador Pasquet y lo admitió la señora 
Senadora Moreira, no son excluyentes; por el contrario, creo que son complementarios porque, en la 
medida en que identifiquemos conflictos de intereses existentes, donde algunas de las situaciones han 
resultado en una conjunción de intereses evidenciable, nos van a dar pautas porque serán parte de los 


datos que contribuirán al fin legislativo que, desde mi punto de vista, en definitiva es el más importante, 
ya que lo que queremos acá no es tanto sancionar lo ocurrido, sino prever que no vuelva a ocurrir en el 
futuro en perjuicio de la población usuaria y contribuyente. De manera que ligeramente le doy mayor 
importancia al fin legislativo, pero repito que solo analizando la realidad uno puede contribuir a resolver 
la situación. 


En cuanto al tema de las habilitaciones por parte del Ministerio de Salud Pública, 
históricamente este solo las ha otorgado en establecimientos privados o mutuales. Recién a mediados 
de la década del ochenta se comenzó a poner mucho énfasis en el cumplimiento o incumplimiento por 
parte de los establecimientos públicos de asistencia médica, tanto el sanatorio del Banco de Seguros 
del Estado, como los propios hospitales de ASSE o el Hospital de Clínicas. En el caso de este último 
establecimiento, además, había una especie de conflicto de poder o de autoridad, porque la 
Universidad de la República entendía que era ella la que tenía que fijar sus propias normas de 
seguridad y, por su parte, el Ministerio consideraba que él tenía la responsabilidad constitucional sobre 
todo el sistema. Sin embargo, desde el año 2007 o 2008, obviamente existe un Sistema Nacional 
Integrado de Salud y las normas no pueden ser distintas para uno u otro sector; si lo fueran, tal como 
ocurrió históricamente las normas probablemente serían menos exigentes para los establecimientos 
públicos y, por lo tanto, sus pacientes tendrían menos garantías que las que el propio Estado le da al 
usuario de las instituciones privadas. 


Por otra parte, la señora Senadora Moreira preguntaba si el hecho a investigar es si esas 
habilitaciones existen o no, si el Ministerio vigila o no su cumplimiento y creo que la tercera pregunta 
también iba por ese lado. Creo que estamos en una etapa que es más grave que ingresar en la 
especificidad de si el Ministerio controla el cumplimiento en todos los establecimientos, tanto públicos 
como privados. El hecho es que hay situaciones específicas en el Hospital Pasteur, en el Hospital 
Maciel y en el Hospital de Clínicas que han tomado estado público, así como ha ocurrido con las 
Colonias Doctor Bernardo Etchepare y Doctor Santín Carlos Rossi y el Hospital Vilardebó, los que 
ciertamente no cumplen con normativa alguna. Yo fui responsable de esa sección del Ministerio 
durante un tiempo y no es necesario leer las normas de habilitación para comprender que cuando las 
aguas servidas corren por las paredes y se intercalan con los cables eléctricos de tal manera que uno 
puede generar potencia para que una lamparita ilumine poniendo un polo en un enchufe y el otro en la 
propia pared, la situación no es correcta y no se adecua no solo a las normas sanitarias sino tampoco a 
las de habilitaciones edilicias, ya sea de Bomberos, de las Intendencias, etcétera. 


Creo que con lo que acabo de manifestar doy respuesta a las preguntas formuladas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como integrante de la Comisión quisiera hacer algunas preguntas que creo es 
bueno que consten en la versión taquigráfica. 


En primer lugar, entiendo que es muy fundada y detallada la presentación que hace el 
miembro denunciante. Creo que es una suerte que en el Senado tengamos a un Senador que fue 
Ministro de la Cartera correspondiente, ya que conoce -como muchos de nosotros no conocemos- 
todas las particularidades de esa materia. Esto nos ayuda a obligarnos a realizar una mejor gestión o a 
encontrar normas nuevas. 


Por mi cuenta he leído por arriba el informe -que, por cierto, es muy voluminoso y no he 
tenido mucho tiempo para estudiarlo- y constaté que hay cincuenta y cinco situaciones detalladas entre 
las actuaciones del personal, las condiciones de los edificios, la gestión de los recursos materiales y los 
conflictos de intereses. Es un volumen importante de datos que debemos estudiar y analizar. 


Si bien todas son situaciones distintas y no se puede hacer un promedio porque cada una 
tiene sus particularidades, quisiera saber si a juicio del denunciante son irregularidades o ¡legalidades. 
Es importante hacer esta distinción a los efectos de las competencias que tiene esta Comisión; 
quisiéramos que el denunciante por lo menos nos dé una expresión genérica de si se trata de una u 
otra cosa. Ya quedó claro el carácter de la Comisión que solicita el denunciante. 


La Ley N* 16.698, que es la que regula las Comisiones Parlamentarias, establece cuatro 
tipos de Comisiones: Permanentes, Especiales, de investigación y para suministrar datos con fines 


legislativos. El artículo 12 expresa: “Las Comisiones previstas por el artículo 120 de la Constitución” -al 
que se hace referencia en la presentación de la denuncia- “tienen los siguientes cometidos: 


A) Investigar situaciones que se consideren ilícitas o irregulares, a los efectos de asesorar al 
Cuerpo respecto al ejercicio de los poderes jurídicos de control administrativo o la promoción de 
un juicio político. 


B) Reunir información sobre asuntos y cuestiones en los que no se presume la existencia de 
ilicitudes o irregularidades, a fin de legislar en esas materias”. 


El artículo 120 de la Constitución de la República dice: “Las Cámaras podrán nombrar 
comisiones parlamentarias de investigación o para suministrar datos con fines legislativos”. Los fines 
son dos. En ningún lado se señala que esté prohibido incluirlos en una misma Comisión, pero creo que 
el espíritu de este artículo es que se nombren comisiones parlamentarias para una u otra cosa. 
Además, la ley que regula las comisiones parlamentarias establece claramente cuáles son los objetos 
de uno y otro tipo de comisión. Después veremos cómo manejamos esto o qué piensan nuestras 
colectividades políticas al respecto. 


El señor Senador Solari en su presentación recién decía que es muy importante hablar de 
estas situaciones, aportar elementos y discutir para encontrar una salida a los problemas existentes. 


Ahora voy a hacer una consideración. El denunciante dijo que en la comparecencia en 
régimen de Comisión General de las autoridades del Ministerio de Salud Pública y del Directorio de 
ASSE se plantearon algunas de estas denuncias. Incluso, señala en su escrito que hizo pedidos de 
informes que fueron contestados y cuestiona en qué carácter lo fueron. Me da la impresión de que el 
señor Senador Solari en su escrito se refiere a más casos que los que fueron planteados en la sesión 
del Senado en Comisión General. 


Como el señor Senador Solari conoce en detalle una situación que nosotros todavía no hemos 
podido analizar, quisiera saber cuántos casos ya fueron informados -en forma satisfactoria o no, porque 
eso es opinable- y cuántos son nuevos y se agregan ahora. Sería importante tener esa información 
porque hace un mes en Comisión General se plantearon una cantidad de situaciones y ahora tenemos 
sobre la mesa una denuncia que quizá sea sobre esos mismos casos porque los hechos siguieron 
sucediendo. Por ejemplo, había Comisiones de Investigación en marcha en el terreno administrativo 
que posteriormente continuaron funcionando y otras situaciones todavía no se habían dado. 


Al final del Capítulo A se plantea la situación de María Elena Curbelo que fue trasladada de 
Bella Unión a Montevideo y todavía no había acontecido, es decir que ocurrió después. Por lo tanto, 
solicito al señor Senador Solari que nos ilustre, conceptual o numéricamente -no importa la precisión-, 
sobre cuántos casos fueron informados y cuántos son nuevos o sucedieron con posterioridad a la 
sesión del Senado. 


SEÑOR SOLARI.- Con respecto a cuántas de estas situaciones son nuevas, justamente al hacer la 
fundamentación de la petición en la presentación que había preparado, puse énfasis en las que son 
nuevas. Algunas lo son en el sentido de que ocurrieron después del 4 de julio y otras porque, si bien 
existieron previamente, no fueron presentadas en la sesión en régimen de Comisión General que, 
como recordarán, estaba centrada en la calidad de la atención brindada durante el embarazo, el parto y 
el puerperio. De manera que, si bien algunas situaciones habían ocurrido previamente y yo tenía 
conocimiento de algunas de ellas, no las presenté en esa ocasión. O sea que hay una serie de hechos 
nuevos que, si los señores Senadores están de acuerdo, iré detallando al hacer la fundamentación de 
la petición, pues los tengo anotados uno por uno. 


En cuanto a si se trata de irregularidades o ¡legalidades, debo señalar que corro en 
desventaja con respecto al señor Senador Pasquet porque no tengo formación en Derecho; no 
obstante, puedo decir que algunas de las situaciones denunciadas, en caso de confirmarse, 
constituirían ilegalidades. Por ejemplo, la contratación directa de servicios de traslado a una empresa 
privada de la cual, quien toma la decisión de pedir el servicio es uno de sus propietarios, sin haber 
hecho la declaración de conflicto de intereses ni haber tomado el recaudo de que otras personas 
participaran de esa decisión, y por un monto que, por lo menos en sus indicios, resulta abusivo - 
estamos hablando de $ 800.000 por concepto de contratación para realizar traslados privados en el 
primer trimestre de este año por parte del ex Director del Hospital de Paso de los Toros-, desde ya me 
parece una irregularidad, pero es muy probable que vaya en contra de alguna de las leyes vigentes en 
materia de evitar conflictos de intereses por parte de funcionarios públicos que ocupan cargos 
jerárquicos. 


Por lo tanto, en las cincuenta y cinco situaciones a las que hace referencia el señor 
Presidente resulta muy difícil contestar qué es lo que prima, si lo irregular o lo ilegal. Ahora bien, sean 
irregularidades o ilegalidades, voy a citar otro ejemplo. La Ley de creación de ASSE como servicio 
descentralizado establece que la elección de los integrantes del Directorio en representación de los 
trabajadores y de los usuarios debe ser hecha de acuerdo con un decreto reglamentario que tiene que 
dictar el Poder Ejecutivo. Para ello disponía de un plazo de seis meses, que ya fue cumplido y no 
solamente el decreto reglamentario no se dictó -ahí hubo una omisión-, sino que, además, se 
designaron personas, aunque no por el medio de elección consagrado en la Ley. Esto parece 
claramente una ilegalidad. Resulta difícil contestar en términos generales; creo que hay que afinarlo 
punto por punto. 


SEÑOR PASQUET.- Con toda franqueza dudo que se pueda determinar a priori el resultado de la 
investigación, porque justamente investigar es reunir información para conocer lo que no se conoce, es 
averiguar y cuando se emprende esa labor no se sabe cuál será el resultado. Lo mismo sucede cuando 
investiga la Justicia Penal: si a su criterio hay un hecho con apariencia delictiva, se investiga y luego se 
sabe si había delito o no y, en caso de existir, de qué tipo. 


Con las situaciones que investigan las Comisiones parlamentarias pasa algo similar, aunque 
no igual. Hay hechos que llaman la atención de algún legislador que integra una Comisión y, a partir de 
allí, se investiga. Puede resultar que se determine la existencia de ilícitos, es decir, situaciones 
contrarias a la ley en el sentido más amplio, o que no se encuentren situaciones ilícitas pero sí 
irregulares en el sentido de violación de normas técnicas, por ejemplo, en las normas del arte o en 
medicina, en el apartamiento de protocolos que dicen cómo debe procederse. También puede ocurrir 
que no se encuentren ni una cosa ni la otra, pero que de la tarea de la Comisión resulte un acopio de 
datos que sería útil volcar luego a la tarea de elaboración legislativa. Si una Comisión establecida con 
la finalidad de obtener datos para legislar, en su labor encuentra evidencia de ilícito, no va a dejar de 
denunciarlo y de tomar las medidas que corresponda, por el hecho de haberse constituido con fines 
legislativos y no de investigación stricto sensu. Lo mismo puede ocurrir a la inversa: una Comisión que 
se constituye para investigar lo que parece ser ilícito, no va a dejar de aprovechar la información que 
sea útil para fines legislativos, por el hecho de haberse constituido para investigar el ilícito. 


En definitiva, me parece que en la propia marcha de la tarea de la Comisión se irá 
descubriendo lo que no se conoce al inicio, es decir, qué características tienen los hechos que se van a 
investigar y, en función de lo que resulte de la investigación, se decidirá si corresponde hacer 
denuncias ante la Justicia, hacer efectivas responsabilidades políticas o presentar proyectos de ley 
para aprovechar la información obtenida. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entiendo que es difícil separar una cosa de la otra. Todos saben que yo 
tampoco soy experto en temas jurídicos, pero la ley establece que el cometido de la Comisión será 
investigar situaciones que se consideren ilícitas o irregulares. Por este motivo, hace instantes formulé 
una pregunta en función de lo que establece la ley. 


Reitero que entiendo que es difícil separar ambas cosas, pero las Comisiones de investigación 
parlamentaria no son para realizar investigaciones livianas, puesto que si creamos una Comisión 
Investigadora que puede concluir en juicio político, tiene que ser por denuncias fundadas de hechos de 
importancia. En ese sentido, hay que hacer un gran esfuerzo. Me he tomado la libertad de preguntar al 
miembro denunciante cómo ve esta situación -tengo el derecho de hacerlo- para determinar la 


importancia que tiene este tema. En lo personal, considero que las explicaciones vertidas en el día de 
hoy son razonables y me doy por satisfecho con lo que se ha contestado hasta ahora con respecto a 
este asunto, a los efectos de no insumir más tiempo del que merece cada tema. 


SEÑOR SOLARI.- Creo que están contestadas las dos preguntas que el señor Presidente había 
formulado con respecto a si es irregularidad o ilícito y si hay algún hecho nuevo. 


Por otra parte, he dividido mi presentación en cinco capítulos que tienen que ver con los 
fundamentos de la petición de la Comisión Investigadora, la entidad, la seriedad, la oportunidad y la 
procedencia. 


El fundamento de la petición está dado, en primer lugar, en que las autoridades prometieron 
determinadas respuestas en sus diversas concurrencias y estas no se dieron o se dieron en forma 
insatisfactoria. Por ejemplo, si uno mira la página 43 de la visita que la Ministra de Salud Pública y dos 
de los Directores de ASSE hicieron a la Comisión de Salud Pública, se puede ver que la Directora de 
ASSE, doctora Beatriz Silva, dice textualmente: “Por lo tanto, le ofrezco a usted, como al resto de los 
señores Senadores que integran la Comisión de Salud Pública, enviarles un pormenorizado detalle de 
cada uno de estos casos”. Los casos sobre los que habíamos hablado en esa Comisión consistían en 
el relato de diez fallecimientos puntuales, de los que incluíamos un pequeño resumen sobre lo ocurrido 
y cuál era nuestra opinión. Entonces, la doctora Silva contesta: “Le ofrezco a usted, como al resto de 
los señores Senadores que integran la Comisión de Salud Pública, enviarles un pormenorizado detalle 
de cada uno de estos casos” -insisto: “un pormenorizado detalle de cada uno de estos casos”; estamos 
hablando de un pormenorizado detalle clínico- “e incluso podemos hacer, con el asesoramiento jurídico 
debido, un informe con datos confidenciales que puedan ser manejados en la confidencialidad para 
poder evitar agregar más dolor a estas familias y más preocupación a un sistema que tiene, como en el 
caso de ASSE, veintisiete mil trabajadores, la gran mayoría de los cuales hace su trabajo con tesón, 
responsabilidad, destreza y calidad técnica”. 


Este ofrecimiento nunca se cumplió. Sí se cumplió con dar respuesta a un pedido de 
informes que cursé el 2 de mayo -en seguimiento a esta visita que tuvo lugar el 30 de abril- y fue 
contestado el 2 de julio, pero en dicha respuesta se indica, en cada caso, la información jurídica 
mínima indispensable. Se dice que todas esas muertes efectivamente existieron. El informe tiene otras 
características; es una carta de la Ministra de Salud Pública de fecha 2 de julio de 2013 y dice: “Se 
adjunta copia del informe elaborado por la Unidad de Pedidos de Informes de la Administración de 
Servicios de Salud del Estado”. No sé si todos los señores Senadores han podido ubicarlo. 


La carta de la señora Ministra dice así: “Tengo el agrado de dirigirme a usted con relación a 
la nota del 2 de mayo de 2013, relacionada con el pedido de informes presentado por el Senador Dr. 
Alfredo Solari, respecto a fallecimientos ocurridos en los servicios públicos de salud. 


En tal sentido, se adjunta copia del informe elaborado por la Unidad de Pedidos de Informes 
de la Administración de Servicios de Salud del Estado. 


Saludo a Usted con la mayor consideración”. 


Esta carta va dirigida al Presidente de la Cámara de Senadores. Nótese que la señora 
Ministra no hace suyo el informe; simplemente lo adjunta. Tampoco el Directorio de ASSE hace suya la 
contestación al pedido de informes. Es un memorando de la Unidad de Pedidos de Informes de ASSE 
dirigido al Director General de Secretaría del Ministerio. 


Esto quiere decir que no hay un compromiso institucional formal con esta respuesta a un 
pedido de informes por parte del Directorio de ASSE ni de la señora Ministra de Salud Pública. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Es responsable aunque no lo diga. 


SEÑOR SOLARI.- Muy bien, pero de cualquier manera dice algunas cosas que son muy importantes y 
otras que son totalmente insatisfactorias. En el numeral 1) dice que de acuerdo a lo informado por la 
Gerencia General, los fallecimientos descritos en el memorándum efectivamente ocurrieron. 


En cuanto a la pregunta de si se realizaron investigaciones, en el documento aparece: Caso 1 
y se da el número de expediente y resolución sin número de la Dirección General y Hospital Pediátrico 
del centro hospitalario Pereira Rossell de fecha 22 de enero de 2013. Esto dista mucho de esa 
promesa de enviar a la Comisión de Salud Pública el pormenorizado detalle de cada uno de los casos 
que se produjeron. A nuestro juicio, esta respuesta es completamente insatisfactoria porque no es lo 
que prometió la Directora de ASSE. 


La misma promesa fue reiterada por la Directora de ASSE, doctora Beatriz Silva, cuando 
concurrió, conjuntamente con la Ministra de Salud Pública, a la sesión del Senado en régimen de 
Comisión General. En esa oportunidad, se comprometió -no tengo en este momento la referencia 
exacta, pero figura en la versión taquigráfica- a complementar las investigaciones en curso e iniciar las 
que fueran necesarias, de acuerdo a los hechos denunciados. Esto fue el 4 de julio y hasta hoy no 
hemos recibido ninguna información. En esa instancia, se hablaba de eventos que habían ocurrido en 
noviembre y en diciembre de 2012, en febrero y marzo de 2013. Esto quiere decir que ha transcurrido 
tiempo suficiente y desde el 4 de julio no hemos recibido ninguna información adicional. 


¿En qué se fundamenta la petición de una Comisión Investigadora? En primer lugar, las 
autoridades de ASSE y del Ministerio de Salud Pública prometieron dar respuesta a los planteos que se 
hicieron -que no son banales, sino que refieren a hechos gravísimos, de muertes- y no los contestaron. 


En segundo término, en el capítulo referido a los fallecimientos se plantean algunos casos 
que ya habían sido presentados, pero también se señalan una serie de casos nuevos. Los casos 14, 
15 y 16 son posteriores a la Comisión General del 4 de julio. Esto está indicando que -tal vez por el 
tamaño de la institución o por la razón que fuere- no se ha logrado un cambio en el estilo del 
funcionamiento y eso sigue repercutiendo en fallecimientos en casos en que la atención no fue todo lo 
diligente que tuvo que haber sido. 


El caso 14, que figura en la página 12 del escrito que presenté, se refiere a un fallecimiento 
por infarto de miocardio de una mujer de la ciudad de Guichón, que tuvo que esperar para ser 
trasladada hasta el Hospital Escuela de Paysandú y, luego, en la emergencia del Hospital antes 
mencionado, nuevamente tuvo que esperar a que llegara el cardiólogo. Este profesional indicó, en 
determinado momento, su traslado a Montevideo para recibir atención. A todo esto, ya habían pasado 
unas cuantas horas desde que ocurriera el infarto de miocardio sin que esta mujer recibiera el 
tratamiento adecuado y el infarto de miocardio es una urgencia que tiene que ser resuelta 
inmediatamente. 


Lo mismo ocurrió con respecto al caso 15 que fue un accidente de tránsito fatal que se 
produjo cerca de Capilla del Sauce, donde muy probablemente, la mujer que falleció no hubiera 
fallecido. Esta mujer estuvo esperando a que se le enviara una ambulancia, pero esta finalmente no 
concurrió y fue trasladada por una camioneta policial. Se trataba de una mujer joven, embarazada, que 
acababa de tener un accidente de tránsito muy importante y terminó falleciendo al ser trasladada desde 
Sarandí del Yí hasta Durazno. El otro participante del accidente quedó con una amputación de pierna y 
prácticamente una destrucción con secuelas muy graves del brazo del mismo lado. 


Por último, ocurrió en la ciudad de Durazno el fallecimiento de una mujer que había sido 
intervenida por una fístula -que es una afección bastante banal, ya que simplemente se trata de una 
pequeña comunicación-, al volver a su hogar empezó a sangrar y, a partir de allí, comenzó la discusión 
entre la Jefatura de Policía y el Hospital para ver quién enviaba un móvil para trasladar a la paciente 
desde su casa hasta el establecimiento sanitario que se encontraba a cinco cuadras. Finalmente, la 
mujer falleció por un shock hipovolémico. Ese es un hecho gravísimo. 


Quiere decir que lo que ocurría antes sigue sucediendo y no parece haber una reacción 
adecuada. Estos son casos nuevos. 


En tercer lugar, además de las respuestas insatisfactorias y los casos nuevos, hay casos 
agregados que habían ocurrido con anterioridad y yo no los había incluido por tratarse de adultos. Me 
refiero a una serie de fallecimientos en la Colonia Etchepare que, en mi opinión, deberían ser 
investigados y otros fallecimientos ocurridos, uno en el Hospital Pereira Rossell y el otro no recuerdo 
exactamente dónde. Estos fallecimientos sucedieron uno en abril de este año y el otro en diciembre del 


año pasado y corresponden a los casos 11 y 12. A su vez, los de la Colonia Etchepare se numeraron 
del 19 al 23. Estos casos se agregan a los ya denunciados. 


Por otra parte, hay una ampliación de situaciones edilicias y funcionales inadecuadas. En la 
Comisión General se planteó este tema, si no recuerdo mal, con respecto al Hospital Maciel y al 
Hospital Vilardebó. Ahora estamos agregando situaciones similares de condiciones edilicias 
inadecuadas en el Hospital Pasteur y el Hospital de Clínicas. La del Hospital Pasteur corresponde a la 
que acabo de relatar sobre los cables eléctricos que contactan con una pared que está cargada de 
humedad y con caños rotos en la Sala de Economato, nada más y nada menos, que del CTI del 
establecimiento. 


Por su parte, en el Hospital de Clínicas existe una contaminación por hongos en una sala 
donde están internados enfermos inmunodeprimidos, es decir pacientes a los que por su tratamiento 
les disminuyen las defensas biológicas. Precisamente allí hay un entorno que, obviamente, se 
convierte en un campo fértil para empeorar aún más la salud de los pacientes. 


En cuarto término, hay una ampliación con respecto a lo planteado en la Comisión General 
sobre el uso inadecuado e irregular de recursos materiales. Por un lado, está la comprobación, a través 
de una nota que envía la Administradora del Hospital de Paso de los Toros, con respecto a que en el 
primer trimestre del año 2013 se contrataron servicios de traslado en ambulancia a la empresa privada 
de la cual en aquel momento el Director y el Subdirector eran copropietarios, junto con otros médicos, 
por un valor de $ 800.000 por los tres meses de verano en Paso de los Toros. Ese es un 
hecho, pero no sé cuántos más puede haber en el resto de los establecimientos. 


Es más; en el día de hoy se publicó en la prensa que el Vicepresidente de ASSE, el doctor 
Soto, informó que planteó en el Directorio la necesidad de investigar el sistema de transporte del 
organismo, dado que detectó que algunos hospitales del interior gastan más que otros en este rubro, lo 
cual “no se justifica” y amerita “buscar una explicación”. O sea que esto no parece ser un hecho 
aislado, sino una especie de situación generalizada que merece ser investigada, como bien lo dice el 
Vicepresidente de ASSE. 


Además, está la contratación de vehículos privados sin chofer durante un período muy 
prolongado -prácticamente dieciocho meses-, para ser usados por los representantes sociales en el 
Directorio. A fines del año 2011, el Directorio de ASSE efectúa una licitación para la compra de 
vehículos, pero como tiene dificultades para poder efectivizarse -como tantas otras licitaciones que se 
realizan en el sector público-, resuelve hacer una contratación directa de vehículos sin chofer. En este 
caso, contrata una camioneta Hyundai por US$ 100 diarios y un Chevrolet Vectra a un costo de 
aproximadamente US$ 50 diarios; esto lo hace durante dieciocho meses ininterrumpidos, es decir, siete 
días por semana y durante todas las semanas del año. Uno se pregunta: ¿se necesita un vehículo a 
disposición de un Director durante la totalidad del tiempo? ¿Dónde pernoctan esos vehículos? ¿Son 
utilizados solamente con fines laborales como establece la reglamentación o son usados con otros 
fines? ¿Por qué uno necesita un vehículo y otro una camioneta? La información que obra en mi poder 
pero de la cual no tengo pruebas -por eso no la incluí en la denuncia ni en la documentación 
probatoria- es que uno de los vehículos es gestionado de la siguiente manera: el representante de los 
usuarios vuelve a su casa en ómnibus después de trabajar y el chofer, que vive en la ciudad de 
Libertad, departamento de San José, se lleva el vehículo a su casa y allí pernocta el vehículo que fuera 
contratado para el Director. No sé si esas son irregularidades o ¡ilegalidades, pero ciertamente los 
hechos no son como deberían ser de acuerdo con la normativa. 


Con respecto a la contratación sin chofer del vehículo para el señor Alfredo Silva, la única 
justificación que puede tener la contratación de un vehículo con esas características -se trata de una 
camioneta para doce pasajeros, etcétera-, es que sea utilizada en beneficio del gremio de la 
Federación de Funcionarios de Salud Pública, que no es un gasto público reconocible. Los gremios 
tienen su financiamiento y el Estado cuenta con recursos como para cumplir con su fin primordial. De 
manera de que hay una ampliación de la denuncia por el uso irregular e inadecuado de recursos que 
tendrían que estar destinados a la atención de los pacientes. 


En quinto lugar, hay un adicional en cuanto a los conflictos de intereses porque a los que ya 
presenté en la Comisión General, se suma la situación del Director del Hospital de Bella Unión que, a 


su vez, es copropietario de la Unión Emergencia Móvil, que hace traslados al Hospital contratados por 
el propio Director. 


Finalmente, en cuanto al fundamento, el porqué de una Comisión Investigadora, hay un 
hecho que hemos denunciado reiteradamente desde julio de 2010, que es el incumplimiento del Poder 
Ejecutivo en enviar la reglamentación del sistema de elección de los representantes sociales en el 
Directorio de ASSE. 


En mi opinión, estos fundamentos son más que suficientes para que se forme una Comisión 
Investigadora. 


SEÑORA MOREIRA.- Con respecto a esto último que acaba de señalar sobre el incumplimiento del 
Poder Ejecutivo en enviar la reglamentación del sistema de elección de las autoridades de ASSE -por 
supuesto que todos lo estamos esperando-, quisiera saber si figura en el informe porque ciertamente 
no lo vi en la documentación y recién lo escucho. 


SEÑOR SOLARI.- No lo recuerdo; de cualquier manera, creo que es un hecho importante y pese a que 
no fue específicamente considerado en la Comisión General, hubo promesas en el sentido de que esa 
reglamentación sería enviada a muy corto plazo por parte del entonces Ministro Daniel Olesker cuando 
concurrió a la Comisión de Salud Pública y a la Comisión General que tuvo lugar en octubre de 2010; 
por parte del ex-Ministro Jorge Venegas cuando asumió su cargo y asistió a la Comisión de Salud 
Pública y también por parte de la Ministra Susana Muñiz. 


SEÑORA MOREIRA.- Sin duda, pero recién lo escuché hablar del tema y no recuerdo si está 
contemplado en el informe. 


SEÑOR SOLARI.- Realmente no sé si está en el informe, pero considero que es un hecho que 
fundamenta la petición. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de pasar a otro tema, quiero pedir disculpas al señor Senador Solari 
porque cuando estaba haciendo la presentación le hice una subinterrupción con la que no pretendía 
molestarlo. Simplemente me refería a un aspecto formal. En realidad, la Ministra de Salud Pública 
envió una carta al Presidente de la Cámara de Senadores estableciendo: “Tengo el agrado de dirigirme 
a usted con relación a la nota de 2 de mayo de 2013, relacionada con el pedido de informes 
presentado por el Senador Dr. Alfredo Solari, respecto a fallecimientos ocurridos en los servicios 
públicos de salud” y desde la Unidad de Pedidos de Informes de ASSE le enviaron un informe a la 
Ministra. Aclaro que me alegró mucho que hubiera una Unidad de Pedidos de Informes porque eso 
ayuda a que se dé la información, en tiempo y forma, si es que se puede brindar, conforme o no a 
quien la solicita. Aunque un Ministro no diga que se hace responsable de lo que envía, es el 
responsable político de un servicio descentralizado. Por lo tanto, más allá de que uno pueda estar más 
o menos conforme con la forma en que fue redactada la nota, es claro que la información debía darla 
ASSE -porque para eso fue solicitada- y que hay un responsable político que es el Ministro, aunque no 
lo exprese. 


Reitero que simplemente era una precisión formal y no tuve la intención de interrumpir la 
presentación del señor Senador. 


SEÑOR SOLARI.- Si me permite, quiero hacer una brevísima consideración. 


En esta reunión de cuatro señores Legisladores, que nos conocemos y trabajamos todos los 
días juntos, de ninguna manera voy a tomar a mal un comentario por parte de ninguno de ustedes. 
Además, comparto las dos apreciaciones. En primer lugar, creo que al enviarlo la señora Ministra, hace 
suyo el informe -aunque no lo diga-, porque está establecido que es la responsable política; en 
segundo término, también me alegro de que exista una Unidad de Pedidos de Informes que envíe 
respuestas, aunque me parece que es un poco selectiva porque algunos que cursé a ASSE hace ya 
bastante tiempo todavía no fueron contestados. De manera que me alegro y concuerdo con ambas 
cosas. 


El segundo punto que quiero tratar tiene que ver con la entidad de la denuncia. 


Creo que en todos los casos en que hubo muertes, muchas de las cuales podrían haber sido 
evitadas, la denuncia de por sí es muy importante y tiene una entidad suficientemente fuerte como 
para que sea investigada. ¿Por qué? Porque hay que tener en cuenta la repercusión que esto tiene 
sobre la familia y en las ciudades del interior del país sobre quienes viven allí. Desde mi punto de vista, 
la muerte es uno de los elementos que da mayor entidad a la denuncia, sobre todo cuando uno tiene la 
convicción por los conocimientos que tiene como médico -soy consciente de que los demás señores 
Senadores integrantes de la Comisión no lo son- de que la mayoría de esas muertes podrían haberse 
evitado si se hubieran aplicado los protocolos del propio Ministerio de Salud Pública. También da 
entidad a la denuncia el hecho de que muchas de estas situaciones están reflejando un decaimiento, 
una pérdida de calidad en la atención. Eso también es importante porque erosiona la confianza que la 
población debe tener en los servicios de salud. Por otra parte, también le da entidad el hecho de que el 
personal de ASSE esté incurriendo en riesgos. 


Existen diferentes tipos de riesgos: por un lado, el de los profesionales que actúan sin el 
soporte adecuado en cuanto a funcionarios de apoyo y a ser respaldados en su gestión clínica - hechos 
denunciados reiteradamente por el Sindicato Médico del Uruguay y, en alguna oportunidad, también, 
por la Federación Médica del Interior- y, por otro, el riesgo para el personal cuando se incurre en 
situaciones de abuso laboral -lo que ha sido denunciado en varias oportunidades ante la Inspección 
General del Trabajo- o cuando la calidad edilicia pone en riesgo a las personas que están trabajando 
en esos lugares. 


Hace unos días, el Director del Hospital Pasteur me relató -esto no está incluido en la 
denuncia como tal, pero igualmente lo manifestaré- que ha presentado decenas de denuncias ante la 
Inspección General del Trabajo y la Seguridad Social con respecto a situaciones edilicias en el Hospital 
Pasteur. Poco a poco las van enmendando o emparchando pero, de cualquier manera, se tapa una y 
surge otra, se cubre una y surge otra nueva, y así están, en un proceso continuo desde el año 2010 
hasta la fecha, lo que, obviamente, representa riesgos para el personal. 


A su vez, existe un tema muy importante referido al desprestigio del Sistema Nacional 
Integrado de Salud y a la alarma pública que ese desprestigio causa. 


Por último, con respecto a la entidad, considero que es deber de todos nosotros investigar y 
combatir la ineficiencia del gasto. Cuando el recurso que se le quita a la ciudadanía a través de 
impuestos no es utilizado de la forma más eficiente, es deber de todos nosotros tratar de identificar 
esas situaciones y encontrarles la solución más adecuada. 


Además, junto con las muertes de pacientes, la disminución de la calidad de la atención, los 
riesgos del personal y demás elementos que he mencionado, hay otro de mucha entidad, que es la 
persistencia y al agravamiento de los conflictos de intereses y, en algunos casos, de la conjunción del 
interés público y el privado. 


El último ejemplo es el que hemos visto días pasados con el representante de los funcionarios 
en el Directorio de ASSE, que se manifiesta en desacuerdo con el presupuesto elaborado por el 
Directorio. O sea que salta de ser Director a ser líder gremial opositor, y promueve ocupaciones de los 
centros asistenciales, contra la política del Poder Ejecutivo. Por lo tanto, tenemos un representante 
social que es Director, pero que no oficia como un representante que trata de conciliar, sino que, en 
definitiva, responde un gremio que solo nuclea a una parte de los trabajadores, porque a los que no 
están afiliados a la Federación de Funcionarios de Salud Pública y a los trabajadores profesionales, no 
los representa. 


Entonces, hay conflictos de intereses de distinto orden y de distinto tipo. 


Por esta razón, no solo me parece importante que investiguemos este tema, sino que lo 
hagamos con el fin de legislar. 


Esta cuestión tiene que ver con la entidad de la denuncia. Desde mi punto de vista - 
obviamente, no puedo decir lo contrario- creo que cuento con suficientes razones para creer que estas 
denuncias son importantes y de entidad. 


Por otra parte, supongo que la seriedad refiere a la denuncia y no a la seriedad del 
denunciante. Si vamos por la seguridad del denunciante, estamos fritos. 


(Hilaridad.) 


-Con respecto a la seriedad de la denuncia, debo decir que ninguno de los hechos 
denunciados -muchos de los cuales son hechos que han sido puestos en conocimiento de la población 
a través de la prensa-, ya sea en la sesión del 30 de abril de la Comisión de Salud Pública, en la 
Comisión General del 4 de julio, o en este escrito, han sido desmentidos por la señora Ministra de 
Salud Pública o por los Directores de ASSE. 


Si no han sido desmentidos y si en el punto 1) de la respuesta al pedido de informes se dice 
que, de acuerdo con lo informado por la Gerencia General de ASSE, los fallecimientos descritos 
efectivamente ocurrieron, quiere decir que no estamos ante una invención de casos, sino ante casos 
que no han sido desmentidos. No se trata del principio “Quien calla, otorga”, sino de hechos que 
conmueven a la opinión pública y que, obviamente, de no ser así, hubieran sido refutados por parte de 
las autoridades. 


En segundo lugar con respecto a la seriedad, quiero decir que son hechos que han dado 
lugar al inicio de investigaciones, pero en la mayoría de los casos a posteriori de que las denuncias se 
hicieran públicas. Creo que el último ejemplo es la Resolución del Directorio de ASSE de investigar el 
uso abusivo de los traslados por parte de algunas de las unidades ejecutoras del interior. Según el 
Vicepresidente de ASSE, eso se inicia después de detectar que algunos hospitales del interior gastan 
más que otros en ese rubro. Aparentemente, eso habría sido hace dos meses. Hace dos meses surgió 
que el Director y el Subdirector del Hospital de Paso de los Toros, que a su vez eran parte de la 
empresa privada contratada para prestar el servicio de ambulancias, abusaban de su poder, no solo en 
la contratación de ambulancias -como se dice en esa nota periodística-, sino también en cuanto a 
satisfacer en el Hospital indicaciones que se hacían en el servicio médico privado. 


Por último, con respecto a la seriedad, en el escrito que he presentado cada uno de los 
casos se acompaña de documentación probatoria, en muchos de ellos oficial, y en otros en la forma de 
escritos presentados por los damnificados, algunos de los cuales son bastante dolorosos de leer, como 
el de las hijas de la señora que primero consultó en el Hospital Filtro, de ahí se la llevó al Hospital de 
Las Piedras y de ese lugar iba a ser trasladada al Hospital Español, pero falleció doce horas más tarde, 
sin recibir tratamiento. Hemos tratado de respaldar los cincuenta y cinco hechos denunciados con 
documentación probatoria. 


En cuanto a la oportunidad de la petición, creo que a esta altura se han agotado, sin lograr 
resultados efectivos, todas las instancias previas que tiene un legislador. He mantenido contactos 
telefónicos y personales con el entonces Ministro Venegas en ocasión de lo sucedido con los llamados 
“enfermeros asesinos”; a posteriori, mantuve contacto personal y telefónico con la señora Ministra 
Muñiz, y también con la Directora General de la Administración de los Servicios de Salud del Estado, 
doctora Beatriz Silva, con quien me une una relación de amistad. O sea, he utilizado la vía reservada 
todas las veces que me ha parecido la más indicada, habida cuenta de que no estamos hablando de 
hechos banales. Cuando eso no dio resultado, recurrí a los pedidos de informes, que en algunos casos 
no fueron contestados, por lo que fueron reiterados. Téngase en cuenta que la reiteración se hace por 
parte de la totalidad de la Cámara, como es de orden. O sea que se han pedido informes y se han 
reiterado, pero algunos aún no tienen contestación. 


Fueron llamadas la señora Ministra de Salud Pública y las autoridades de ASSE a la 
Comisión de Salud Pública -que integro junto con dos de los señores Senadores aquí presentes- que 
se celebró el día 30 de abril. También fueron llamados a la Comisión General realizada el día 4 de julio. 


Por lo tanto, este es un proceso que ya lleva varios meses, desde el inicio de este año 
legislativo, a principios de marzo. 


Y digo con total honestidad que en la redacción veo algunos indicios en cuanto a investigar, 
pero no veo las acciones correctivas que se tienen que llevar adelante para evitar que estos hechos se 
sigan sucediendo o agudizando. Por lo tanto, tengo la impresión -pero como toda impresión, es 
subjetiva- de que esa tarea de fiscalización, que tuvo todas las etapas y características que acabo de 
relatar, no ha sido efectiva. 


Además, desde mediados del año 2010, cuando el nuevo Directorio de ASSE, encabezado 
por el doctor Córdoba, sustituye en muchas unidades ejecutoras a los equipos de gestión y de 
Dirección que venían de la Administración anterior y tenían capacidad de gestión, por personas que no 
tenían la preparación necesaria como para desempeñar esa función con eficiencia y conocimiento 
adecuado, uno nota un deterioro progresivo de su funcionamiento, que en buena medida explica los 
resultados a los que hice referencia cuando fundamenté el pedido de la Comisión Investigadora. Estas 
unidades ejecutoras quedaron dirigidas por funcionarios no calificados y que, en muchos casos, 
ejercen un uso abusivo de su cargo. 


La discusión que tuvo lugar hace quince días entre la Seccional de Policía correspondiente a 
Capilla del Sauce y la Dirección del Hospital de Sarandí del Yi para ver a quién le correspondía el 
traslado de esos pacientes accidentados, es algo inadmisible. 


La discusión entre la Jefatura de Policía -o la Comisaría de Bella Unión- y el Casmu, durante 
cuarenta y ocho horas, para resolver a quién le correspondía el traslado de la doctora María Elena 
Curbelo, que estaba cursando una neumopatía aguda con un derrame pleural -o sea, con riesgo de 
vida- y necesitaba ser trasladada a Montevideo para ser atendida por su médico tratante, es un hecho 
muy grave. Aclaremos que la paciente estaba internada en el Hospital de ASSE, que también intervino 
en esa discusión. Uno podría imaginar al Director de un hospital diciendo: “Pongan a la doctora en una 
ambulancia y llévenla al Casmu; después vemos quién arregla la cuenta”, porque lo primero es tratar 
de solucionar el problema al paciente. Acá parecería que no es así, que lo que corresponde es tratar de 
ver quién tiene la responsabilidad de ejecutar la acción; da la impresión de que las prioridades no están 
claras, a pesar de todo lo que hemos tratado de que se aclararan. 


Por último me voy a referir a la procedencia de este pedido de Comisión Investigadora. 


Creo que la procedencia está dada por dos razonamientos. 


En primer lugar, a nuestro juicio, es hora de que el Poder Legislativo tome un rol lo más activo 
posible para corregir incumplimientos. 


El señor Presidente me preguntaba si eran irregularidades o ilegalidades; ciertamente, se trata 
de incumplimientos que tienen gravísimos resultados, como por ejemplo, la no aplicación de protocolos 
clínicos que derivaron en muertes y discapacidades -que, desde mi punto de vista, podrían haber sido 
evitados-, o los incumplimientos en la gestión eficiente y transparente de los recursos disponibles. Creo 
que es hora de que podamos reforzar la noción de que no hay lugar para incumplimientos de esta 
naturaleza en la aplicación de protocolos clínicos ni en la gestión eficiente y transparente de los 
recursos en beneficio de los usuarios. 


Hay algunos casos -como el que mencioné con respecto al servicio de ambulancias privado 
de Paso de los Toros y de Bella Unión, aunque puede haber otros de los que quizás no nos hemos 
enterado- en los que podemos decir que hay presunción fundada -no sé si llamarla semiplena prueba; 
el señor Senador Pasquet me dirá si lo es- de corrupción. 


En segundo lugar, creo que la procedencia está dada porque es necesario escarbar e 
identificar claramente -tal vez se deberían tipificar- las situaciones de conflicto de interés que 
naturalmente se dan en los servicios de salud, en particular, en el Sistema Nacional Integrado de 
Salud. Me refiero a conflictos de interés entre quienes se desempeñan en la Junasa pero, además, son 
cooperativistas de empresas que contratan y que se financian a través del Fonasa; a conflictos de 


interés que se dan en el Directorio de ASSE con algunos de sus integrantes -como ya lo mencioné-; a 
conflictos de interés que se dan entre jerarcas de unidades ejecutoras públicas que, a su vez, están 
vinculados a instituciones privadas; y a conflictos de interés que, estoy seguro, se dan entre jerarcas de 
instituciones privadas y proveedores de dichas instituciones, que no están reglamentadas y manejan 
una cantidad importante de recursos. También me refiero a conflictos de interés que se pueden dar 
entre médicos clínicos y empresas que se benefician de las indicaciones que ellos hacen. 


Creo que la permisividad nos ha ido ganando en esta materia. Si leemos la Ley de Farmacias, 
vemos que hay un artículo que a este toro lo toma por las guampas. 


SEÑOR PASQUET.- ¿De qué año es esa ley? 
SEÑOR SOLARI.- Es de 1985, señor Senador. 
Por esta Ley se le impiden ciertas cosas a los médicos y a los veterinarios. 


En un escrito se dice que, específicamente para preservar de intereses espurios la relación 
médico paciente, la Ley N — * 15.703, de 16 de abril de 1985, en su artículo 14, establece -y voy a leer 
el artículo textualmente-: “La propiedad de los establecimientos de Farmacia, Farmacia Rural, 
Farmacia Homeopática, Droguería o Distribuidor Farmacéuticos y Herboristería, podrá ser de cualquier 
persona física o jurídica que tenga la calidad de comerciante. No obstante, no podrán ser titulares de 
tales establecimientos, los médicos, odontólogos y veterinarios, los que tampoco podrán ser 
integrantes o poseedores de acciones de las personas físicas propietarias, cualesquiera sea la forma 
societaria. En caso que la propiedad de los establecimientos indicados sea de una sociedad anónima o 
en comandita por acciones, las acciones de la sociedad deberán ser nominativas”. Quiere decir que el 
interés comercial debe estar de un lado, y el de quienes prescriben los medicamentos, por otro. Se 
podría decir que no hay nada que impida que alguien actúe de testaferro, pero si eso ocurre actuará la 
Justicia, porque hay una infracción de la disposición, del espíritu de la norma. 


No existe una norma de similar profundidad para el resto del Sistema Nacional Integrado de 
Salud. Sí tenemos una para quienes contratan con el Fondo Nacional de Recursos, ya que el artículo 
198 de la Rendición de Cuentas que se aprobó el 7 de noviembre de 2012 dice: “El Fondo Nacional de 
Recursos exigirá de quienes se relacionen financiera o técnicamente con dicho organismo” -es decir, 
de quienes le venden bienes o material de uso médico, como aparatos, estents, prótesis, etcétera, o de 
quienes técnicamente indiquen o hagan colocaciones- “la declaración de conflictos de intereses que 
puedan producirse en relación con la comercialización, producción, financiamiento o utilización de 
determinadas tecnologías, dispositivos, actos médicos o medicamentos.” 


Quiere decir que, en el caso del Fondo Nacional de Recursos, se establece claramente que 
esos conflictos de interés deben ser denunciados, y este podrá resolver respecto a esas situaciones. 


Pero reitero que no hay una norma de este tipo con respecto al Sistema Nacional Integrado de 
Salud, que es muchísimo más amplio que el Fondo Nacional de Recursos, y que cubre un espectro 
mucho mayor que el vinculado al Decreto N* 30/2003, referido específicamente a los funcionarios 
públicos. 


Me parece necesario recabar datos en cuanto a la tipología, a la situación, a los mecanismos 
de resolución, etcétera, de tal manera de ampliar las normas vigentes y reforzar los mecanismos de 
control, para evitar que esos conflictos de interés se transformen en conjunción de interés público y 
privado. 


De no crearse una Comisión Investigadora -lo digo con el mayor de los respetos y sin ánimo 
alarmista- creo que la población va a asumir que en materia de salud el Poder Legislativo no puede ir 
más allá de donde ha llegado, y me parece que ese no es el mensaje que está esperando la población. 


Es cuanto quería decir. Pido disculpas a los señores Senadores porque la exposición ha sido 
muy extensa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión Preinvestigadora ha recibido la denuncia, tanto por escrito como 
en forma verbal, por parte del miembro denunciante y, si ningún señor Senador tiene preguntas para 
formular, solo resta agradecer al señor Senador Solari su comparecencia. 


SEÑOR SOLARI.- Gracias a ustedes por escucharme. 
(Se retira de Sala el señor Senador Solari.) 


SEÑOR PRESIDENTE.- Una vez recibida la denuncia, debemos cumplir nuestro cometido como 
Comisión Preinvestigadora. 


Recuerdo que en otra instancia nos ocurrió lo mismo: el Reglamento de la Cámara de 
Senadores establece que en un plazo de veinticuatro horas -ya pasamos una cuantas horas más de 
ese plazo- se oirá la denuncia. 


Por otro lado, el artículo 10 de la Ley N* 16.698, relativa a las Comisiones Parlamentarias 
dice: “Esta, en un plazo de cuarenta y ocho horas, informará sobre la entidad de la denuncia, la 
seriedad de su origen y la oportunidad y procedencia de la investigación”. Sé que aquí hay un asunto 
de importancia o nivel jurídico entre el Reglamento de la Cámara de Senadores y la Ley N* 16.698, y 
que la Dirección Jurídica del Parlamento hizo un informe en este sentido. 


Reconozco que esta no es una denuncia cualquiera; por el contrario, es una denuncia con 
muchísima información que, desde nuestra posición, va a requerir la realización de muchas consultas. 
Por lo tanto, pido que la Comisión se tome cuarenta y ocho horas para hacer su informe -con esto no 
se estaría violentando nada- y no veinticuatro, porque de ser así tendríamos que estar entregando el 
informe mañana en horas de la mañana, lo que resultará materialmente imposible. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica.) 


-Los integrantes de la Comisión Preinvestigadora hemos decidido pasar a cuarto intermedio 
hasta el día lunes a la hora 12. 


No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 
(Es la hora 11 y 31 minutos.) 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, se levanta el cuarto intermedio. 
(Es la hora 12 y 10 minutos.) 


-Durante el cuarto intermedio se han hecho las valoraciones del caso por parte de los 
integrantes de la Comisión, por lo que estamos a lo que deseen manifestar en esta instancia. 


SEÑORA MOREIRA.- El día 30 de julio el señor Senador Solari solicitó al Senado la integración de una 
Comisión Investigadora para suministrar datos con fines legislativos a los efectos de tratar un conjunto 
de denuncias relativas a la no aplicación de protocolos clínicos en establecimientos de ASSE, a las 
condiciones edilicias y de funcionamiento de sus establecimientos, a la razonabilidad en la gestión de 
recursos financieros, a la existencia de conflictos de intereses relativos al uso de recursos públicos 
para beneficio de terceros privados, a situaciones de acoso laboral, así como a déficits normativos 
legislativos y reglamentarios de diverso tipo. 


De acuerdo con lo que determina el Reglamento del Senado, hemos estudiado 
concienzudamente tanto los fundamentos de la investigación como la entidad y la seriedad de la 


petición, la oportunidad y la procedencia del pedido. 


En función de esos fundamentos -eventualmente puedo ser más explícita sobre ellos- la 
posición del Presidente, señor Senador Agazzi, y de quien habla, en tanto integrantes de esta Comisión 
Preinvestigadora, es que no procede la creación de una Comisión Investigadora, pero en cambio sí 
procede la creación de una Comisión Especial -o con forma a determinar- que se dedique a recabar 
información con algunos fines legislativos, en particular los tendientes a subsanar vacíos legales que 
luego redundan en la existencia de una zona jurídica gris entre el interés público y el privado, así como 
los vacíos referentes a la reglamentación pendiente de ser enviada al Senado sobre la elección de los 
directores que representan a los trabajadores y a los usuarios, y a posibles modificaciones a la ley de 
ASSE aprobada con anterioridad y que no siempre recoge las problemáticas y las complejidades que 
han surgido a partir del crecimiento de esa Administración. 


Por tales motivos, entonces, estamos muy dispuestos a crear una Comisión con fines 
legislativos, pero no entendemos procedente el pedido de crear una Comisión Investigadora. 


SEÑOR PASQUET.- En cambio yo sí entiendo que corresponde formar la Comisión solicitada por el 
señor Senador Solari asignándole la doble finalidad que él entiende que debe tener: por un lado, 
investigar ciertos hechos con apariencia irregular o acaso ilícita; y, por otro, recopilar datos que puedan 
servir de base para una tarea ulterior de elaboración legislativa. 


Me parece que es claro que hay hechos que por lo menos tienen apariencia irregular -acaso 
puede llegar a ser ilícita- como son los que tienen que ver con varios fallecimientos ocurridos en 
establecimientos hospitalarios públicos donde, a tenor de la denuncia, no se habrían observado los 
protocolos de atención que la propia ASSE ha puesto en vigencia. A mi juicio, es preciso establecer si 
eso es realmente así. 


Los informes que oportunamente requirió el señor Senador Solari a ASSE -mediante los 
mecanismos constitucionales establecidos al efecto- no han tenido una respuesta satisfactoria en el 
sentido de que aporten elementos de juicio suficientes para tener una idea completa y cabal de lo 
sucedido. 


Por otro lado, el señor Senador Solari ha denunciado también conductas de un miembro del 
Directorio de ASSE que, de haberse producido realmente, justificarían su remoción. Creemos que se 
debe investigar si se trata de situaciones de abuso en el ejercicio de la función pública y tienen que ser 
esclarecidas. 


Con estos elementos, pues, entendemos que se justificaría la formación de una Comisión con 
fines de investigación. En función de lo que expresó la señora Senadora Moreira eso no está en tela de 
juicio, porque también se entiende pertinente que se reúnan datos para dictar normas en el futuro 
tendientes a evitar situaciones de conflictos de intereses que se pueden estar dando en la actualidad. 


Por esa razón, el informe que voy a elevar a la Presidencia aconseja la formación de una 
Comisión Investigadora con el doble propósito de investigar los hechos denunciados por el señor 
Senador Solari y, al mismo tiempo, reunir datos con fines de elaboración legislativa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Muchas gracias, Senador Pasquet. 


Los informes, como está establecido en el Reglamento del Senado, serán elevados al 
Presidente del Senado. La Comisión dispone de la denuncia articulada que ha realizado el señor 
Senador Solari; hasta ahora, este material ha sido administrado por la Comisión Preinvestigadora. 
Entonces, la Mesa sugiere que se consulte al señor Senador Solari en cuanto a que cuando se 
divulgue se tengan en cuenta factores que no son de naturaleza jurídica pero sí de respeto a la 
intimidad de las personas o de conveniencia, a los efectos de que se pueda modificar, sobre todo, la 
existencia de nombres de aquellas que se pueden sentir heridas o lesionadas en su sensibilidad. 
Creemos que eso lo debe resolver el propio señor Senador denunciante que es el autor del informe y la 
Comisión no tiene derecho a modificarlo. Pido a la Comisión que me habilite para hablar con el señor 
Senador Solari y hacer esta solicitud. 


SEÑOR PASQUET.- De acuerdo, señor Presidente. 


Tengo una copia del informe y no sé si la Secretaría de la Comisión es la que se lo hace 
llegar al Presidente o si prefiere que lo haga yo mismo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Secretaría lo enviará, señor Senador. 

SEÑOR PASQUET.- Muy bien. 
No habiendo más asuntos, damos por culminado el trabajo de la Comisión Preinvestigadora. 
Se levanta la sesión. 


(Es la hora 12 y 17 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


